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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1. Estado

Se presentan las novedades normativas publicadas en los BOEs desde fecha 13 de octubre  hasta 22 de diciembre de 2008.

Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación (BOE núm. 290, de 2 de diciembre)

En el marco de las medidas de apoyo urgente a la economía que se vienen aprobando últimamente, se ha producido la creación de un Fondo Estatal de Inversión Local dotado con 8.000 millones de euros. El Fondo Estatal de Inversión Local tiene por objeto aumentar la inversión pública en el ámbito local mediante la financiación de obras de nueva planificación y ejecución inmediata a partir de comienzos del 2009 y que sean competencia de las propias entidades locales. Tal y como explica su exposición de motivos “con esta medida el Gobierno trata de favorecer aquellas inversiones que contribuyan a dinamizar a corto plazo la actividad económica, incidiendo directamente en la creación de empleo, al tiempo que reforzar la capitalización de los municipios. De este modo, la financiación prevista en este fondo extraordinario estará dirigida hacia proyectos que conlleven mejoras en las dotaciones municipales de infraestructuras, tanto productivas como de utilidad social”.
La administración, gestión y dirección del Fondo, corresponderán al Ministerio de Administraciones Públicas, a través de la Dirección General de Cooperación Local adscrita a dicho Ministerio. El Fondo se distribuirá atendiendo al criterio objetivo de la población registrada en los padrones municipales. En cuanto a su control, por una parte, la Dirección General de Cooperación Local realizará la liberación de los fondos asignados a cada proyecto mediante dos remesas, la última de las cuales se hará efectiva mediante la correspondiente justificación de realización de la obra, de acuerdo con las condiciones estipuladas en el certificado de adjudicación. Y, por otra parte, la Intervención General de la Administración del Estado velará por la correcta aplicación de los recursos del Fondo a los fines previstos para el mismo.

El Fondo es municipal, si bien la disposición adicional 3.ª prevé la posibilidad de que los proyectos sean también presentados por mancomunidades de municipios y agrupaciones de los mismos.

Las solicitudes se vienen pudiendo presentar desde el día 10 de diciembre y hasta el día 24 de enero de 2009.

Este Decreto-ley ha sido convalidado por Resolución de 11 de diciembre de 2008, del Congreso de los Diputados, publicada en el BOE núm. 303, de 17 de diciembre.

Real Decreto 1975/2008, de 28 de noviembre, sobre las medidas urgentes a adoptar en materia económica, fiscal, de empleo y de acceso a la vivienda (BOE núm. 290, de 2 de diciembre)

El Reglamento del Impuesto sobre la Renta ha sido modificado en los últimos meses en varias ocasiones. En lo que afecta a las obligaciones propias de las corporaciones locales, como pagadores de rentas sometidas a este impuesto, interesan especialmente algunas de las medidas contenidas en el Real Decreto 1975/2008.

Se trata de la modificación de la retención por adquisición de vivienda habitual utilizando financiación ajena. Se dispone la reducción del tipo de retención en dos enteros si se cumplen estos requisitos:

· cuantía de las retribuciones inferior a 33.007,20 euros;

· destino de cantidades obtenidas mediante financiación ajena a adquirir o rehabilitar su vivienda habitual, que dan derecho a deducción por inversión en vivienda habitual (no se puede aplicar si las cantidades se destinan a construir o ampliar la vivienda habitual o a una cuenta vivienda); y 

· comunicación al pagador de esta circunstancia por parte del contribuyente.

La entrada en vigor de la norma tuvo lugar el 3 de diciembre, aunque la disposición concreta que hemos analizado produce efectos a partir de 1 de enero de 2009. Figuran otras modificaciones del reglamento, pero son básicamente adaptaciones de modificaciones a la Ley del Impuesto a las que el Reglamento no había atendido todavía.

Resolución de 24 de noviembre de 2008, de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueba el régimen de funcionamiento de la Oficina Virtual del Catastro y de los Puntos de Información Catastral (BOE núm. 295, de 8 de diciembre)

Mediante esta disposición, la Dirección General del Catastro refunde los contenidos de sendas resoluciones de 2003 y 2005 (respectivamente), por las que se determinaron los programas y aplicaciones informáticas necesarios para la consulta y certificación de información catastral por vía telemática (de una parte) y el régimen de establecimiento y funcionamiento de los Puntos de Información Catastral (por otra). Además se amplían notablemente los servicios ofrecidos a través de la Oficina Virtual del Catastro, regulándose las condiciones para su prestación, así como para garantizar la plena disponibilidad de la información catastral a través de medios electrónicos y, en su caso, la protección de los datos de carácter personal a los que se pretenda acceder.

Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las entidades locales (BOE núm. 297, de 10)

El artículo 167.1 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, encomienda al Ministerio de Economía y Hacienda el establecimiento, con carácter general, de la estructura de los presupuestos de las entidades locales, teniendo en cuenta la naturaleza económica de los ingresos y de los gastos, así como las finalidades u objetivos que con estos últimos se propongan conseguir. Por otra parte, la disposición adicional sexta de aquella Ley establece que el Ministerio de Economía y Hacienda modificará tanto las estructuras de los presupuestos de las Entidades locales como los criterios de clasificación a los que hace referencia el mencionado artículo 167, con objeto de adaptarlos a los establecidos para el sector público estatal en cada momento.

La estructura presupuestaria y los criterios de clasificación vigentes hasta estos momentos se recogían en la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 20 de septiembre de 1989, que resultó ser de aplicación obligatoria para los presupuestos correspondientes a los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 1992.

Desde ese año se han producido múltiples modificaciones que aconsejaban la introducción de una norma como ésta. 

Los mencionados criterios y estructura clasificatoria de los ingresos y los gastos se definen en el articulado de la presente Orden y son objeto de desarrollo en los anexos que la acompañan. Éstos contienen la clasificación por programas, que sustituye a la clasificación funcional, una tabla de equivalencias entre ambas, al objeto de posibilitar la mejor aplicación de la nueva clasificación, así como la clasificación económica de los gastos y de los ingresos de las entidades locales.

Dentro de la nueva clasificación por programas, las áreas de gasto sustituyen a los grupos de función, las políticas de gasto a las funciones y los grupos de programas a las subfunciones.

Por otra parte, se sustituye la denominación «partida presupuestaria» por la de «aplicación presupuestaria» con el fin de evitar posibles confusiones con la «partida» como nivel de desagregación del subconcepto económico, así como mantener una definición homogénea con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

Esta Orden será de aplicación a los ejercicios que se inicien a partir del día 1 de enero de 2010.

Resolución de 9 de diciembre de 2008, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, por la que se aprueba el modelo para la presentación de solicitudes, las condiciones para la tramitación y la justificación de los recursos librados con cargo al Fondo Estatal de Inversión Local creado por el Real Decreto-ley 9/2008, de 28-11-2008, que crea un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación (BOE núm. 89, de 13). 

La disposición adicional octava del Real Decreto-ley 9/2008 establecía que con carácter previo a la fecha de inicio de presentación de solicitudes, el 10 de diciembre de 2008, el Secretario de Estado de Cooperación Territorial dictaría una Resolución en la que se establecería el modelo para la presentación de solicitudes, así como las condiciones para su tramitación y la justificación de los fondos aprobados. Atendiendo a este mandato se aprueba la norma que se presenta.

2. Comunidades Autónomas 

En este apartado ofrecemos información correspondiente a las disposiciones legales y reglamentarias aprobadas por la Comunidad Autónoma de Aragón y  publicadas en el BOA entre los días 13 de octubre y 22 de diciembre de 2008, así como las de rango legal aprobadas por otras Comunidades Autónomas y  publicadas en el BOE entre los días 13 de octubre y 22 de diciembre de 2008. 

B) Cataluña

Ley 14/2008, de 5 de noviembre, de la Oficina Antifraude de Cataluña (BOE núm. 292, de 4 de diciembre). 

Mediante esta Ley se crea una institución denominada Oficina Antifraude específicamente dirigida a preservar la transparencia y la integridad de las administraciones y del personal al servicio del sector público en Cataluña. Así pues, uno de sus objetivos básicos es prevenir e investigar posibles casos de uso o destino fraudulento de fondos públicos. La Oficina se adscribe al Parlamento. Su ámbito de actuación comprende el sector público, incluidos los entes locales.

El cumplimiento de sus funciones lo es sin perjuicio de las que corresponden a otros, a los cuales complementa, como la Sindicatura de Cuentas.

J) Aragón

Decreto 206/2008, de 21 de octubre, por el que se modifica el Decreto 266/2001, de 6 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento regulador del Canon de Saneamiento (BOA núm. 184, de 6 de noviembre). 

En canon de saneamiento es un impuesto propio de la Comunidad Autónoma que afecta a las entidades locales, principalmente, en tanto en cuanto actúen como entidades suministradoras de agua.

El texto regulador con rango legal se encuentra en la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua en Aragón. Dicho texto precisa de desarrollo reglamentario, para cerrar una serie de cuestiones materiales y sobre todo formales. Dicho desarrollo reglamentario se realizó mediante el Decreto 266/2001, de 6 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprobó el Reglamento Regulador del Canon de Saneamiento de la Comunidad Autónoma de Aragón. Después de más de seis años de vigencia, no se habían introducido modificaciones en el reglamento, a pesar de que la ley ha sido objeto de abundantes retoques. Asimismo, era necesario adaptar el Reglamento a otras disposiciones. Finalmente se ha aprovechado para introducir medidas técnicas que mejoren la aplicación del tributo.

Primero, en cuanto a la adaptación del Reglamento a las reformas introducidas en la Ley 6/2001 en sucesivas fases puede destacarse:

· la nueva redacción del artículo 3 en materia de incompatibilidad del canon de saneamiento con tributos municipales;

· la nueva redacción del artículo 9 del Reglamento en materia de exenciones; y

· la nueva redacción de los artículos 12 y 13 del Reglamento en materia de configuración legal de los usos domésticos e industriales.

Segundo, a la adaptación a la Ley General Tributaria de 2003 responden modificaciones relativas a notificaciones y a plazos de ingreso de las deudas tributarias.

Y, en tercer lugar, en cuanto a modificaciones de carácter técnico pueden destacarse las que afectan a la regulación de la normativa aplicable al canon (artículo 2 del Reglamento), de las competencias del Instituto Aragonés del Agua (artículo 4), del devengo y exigibilidad (artículo 10), de los supuestos en que es utilizable la estimación objetiva para determinación de los caudales consumidos por instalaciones de hostelería en caso de entidades suministradoras que carecen de contador (artículo 15), del régimen de recursos (artículo 20 bis), de la declaración de carga contaminante (artículo 37), de la intervención de las entidades suministradoras de agua en la gestión recaudatoria del impuesto (artículos 21 a 26), o de la extensión el ámbito de aplicación del régimen de estimación objetiva en la determinación de la carga contaminante de los usos industriales (artículo 38).

Algunas de estas disposiciones son muy relevantes para los suministradores de agua:

-
En cuanto al importe a repercutir a los usuarios industriales, la normativa anterior decía que se aplicaría la tarifa correspondiente al componente fijo de estos usos y, provisionalmente, la del tipo aplicable a los usos domésticos en el municipio de que se trate, hasta tanto el Instituto Aragonés del Agua no notifique a la entidad suministradora el tipo aplicable de forma individualizada a cada abonado industrial para su inclusión a partir de la siguiente factura-recibo que expida. La repercusión “provisional” se realizará a partir de ahora en función de la tarifa que resultare del régimen de estimación global de la carga contaminante, esto es, la integrada por el componente fijo de los usos industriales y el tipo aplicable de los domésticos afectado del coeficiente 1,1.

-
Se generaliza un régimen de autoliquidaciones trimestrales y no semestrales.

M) Navarra

Ley Foral 16/2008, de 24 de octubre, del Plan de Inversiones Locales para el período 2009-2012 (BOE núm. 284, de 25 de noviembre). 

Se aprueba el Plan de Inversiones locales 2009-2012.

P) Castilla y León

Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de subvenciones de la Comunidad Autónoma de Castilla y León (BOE núm. 250, de 16 de octubre). 

Castilla y León ha desarrollado mediante una Ley singular el régimen de las subvenciones que pueden establecer u otorgar entidades del sector público autonómico. El antecedente de estas disposiciones se hallaba en algunos preceptos de la Ley general de Hacienda de la Comunidad Autónoma.

La disposición adicional 4.ª se refiere a la Cooperación Económica Local General e incorpora la regulación de la cooperación económica de la Comunidad con las entidades locales de su territorio, que se ha venido recogiendo en las sucesivas leyes de presupuestos generales de la Comunidad.

Ley 562008, de 15 de octubre, de modificación de la Ley 2/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo de Cuentas de Castilla y León (BOE núm. 250, de 16 de octubre). 

Por esta Ley se modifica la Ley reguladora del Consejo de Cuentas de Castilla y León. La modificación concierne a la forma en que los informes de fiscalización elaborados por el Consejo son remitidos a las Cortes para su tramitación y debate, con el fin de posibilitar un conocimiento por la Cámara más próximo a su fecha de emisión y un estudio más apropiado y singularizado de los mismos.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

1. Tribunal Supremo 

Aunque la doctrina del Tribunal Supremo sobre la hacienda local no es muy abundante, sí podemos aportar algunas sentencias. Si no se dice otra cosa, son sentencias del orden contencioso-administrativo.

Comenzamos esta parte del comentario con la sentencia del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 2007 (RJ 2008, 1734). Se trata de un recurso planteado contra la ordenación de una tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial de la superficie del dominio público necesaria para la prestación de actividades deportivas en las instalaciones de esquí. Recurría la empresa explotadora de la estación contra el Ayuntamiento titular de los montes en los que se desarrollaba la actividad. El TSJ de Aragón había desestimado el recurso, por sentencia de 27 de noviembre de 2002, que ahora será casada. La estimación, de todas formas, será parcial y referida a un asunto menor. En lo principal, el Alto Tribunal entiende que, en efecto, se da el hecho imponible y que el sujeto pasivo es la empresa explotadora, y no los esquiadores individualmente considerados. Se da la circunstancia de que la empresa, además de esta tasa, abona un canon concesional, habiendo impugnado la empresa semejante doble imposición. Pues bien, el Tribunal Supremo fundamentará la compatibilidad en que se está utilizando una superficie de dominio público (900 has.) mucho mayor que la que figura en la concesión (14 has.). Define el Alto Tribunal la ocupación demanial por la que se exige la tasa como un “uso aéreo del dominio público”. Dice textualmente que mientras en la concesión el presupuesto del pago es la ocupación de los terrenos, en la tasa, es la actividad económica desarrollada. 

Un apartado muy relevante de la sentencia es el relativo a la cuantificación. Por parte del Tribunal Supremo se estudia con todo detalle el estudio económico-financiero, con rechazo de las objeciones planteadas al mismo. En el estudio económico se tenía en cuenta el valor de la utilidad derivada del aprovechamiento; los ingresos de la empresa; el número de esquiadores y otros elementos adicionales, todo lo cual es respaldado por el Tribunal como sostén de la cuantificación de la tasa. 

¿Qué anula pues el Tribunal Supremo? Sólo la disposición transitoria de la Ordenanza, según la cual “Con efectos exclusivos para el período impositivo de 1999, el devengo de esta tasa y el periodo impositivo no coincidirán con el de 1 de enero, ni con el año natural respectivamente, por lo cual la cuantía señalada como cuota tributaria en la presente Ordenanza Fiscal se prorrateará en función del número de días en que haya estado en vigor la misma”. A su juicio, falta cobertura legal, ya que esta suerte de prorrateos son posibles en general para casos de inicio o cese en la actividad; y con carácter excepcional, cara al ejercicio 1999 se daba cobertura a un régimen transitorio por la legislación que daba curso a la reforma en la regulación de las tasas de 1998 (Ley 25/1998 y Ley 40/1998), pero que tampoco podía aplicarse a esta Ordenanza, debido a que su publicación se produce después del 1 de abril de 1999. 

La sentencia del Tribunal Supremo de 30 de abril de 208 (RJ 2989) estima el recurso de casación deducido por el Ayuntamiento de Vigo referido al Impuesto de Bienes Inmuebles, anulando la sentencia de la Audiencia Nacional que se había pronunciado a favor de la autoridad portuaria, a la sazón sujeto pasivo del impuesto. El Alto Tribunal declara que la exención para  bienes de dominio marítimo-terrestre es aplicable únicamente a aquellos bienes cuyo aprovechamiento es público y gratuito. En relación con las instalaciones ubicadas en el recinto portuario que se dedican a albergar los servicios propios de la actividad administrativa que se desarrolla, el aprovechamiento público y gratuito no existe. 

La sentencia de 28 de mayo de 2008 (RJ 3388) mantiene el criterio de la Audiencia Nacional, dando la razón al Ayuntamiento de Barcelona en cuanto a su derecho a recibir la compensación en orden a amortiguar las pérdidas de recaudación del Impuesto sobre Actividades Económicas producidas en 1995 a causa de la reducción del coeficiente máximo.

Finalmente se comenta la sentencia de 20 de diciembre de 2007 (RJ 2008, 4087). La sala de lo contencioso-administrativo del TSJ de Aragón dictó sentencia parcialmente estimatoria del recurso deducido contra acuerdo del Ayuntamiento de Zaragoza relativo a la modificación de las ordenanzas fiscales para el año 1998. El Tribunal Supremo estima parcialmente el recurso de casación que interpuso el Ayuntamiento de Zaragoza, casando y anulando la sentencia de instancia. Se habían anulado preceptos de las Normas Comunes a los entonces precios públicos por utilización del dominio público municipal, porque a juicio del TSJ se establecían una serie de infracciones y sanciones que resultaban ajenas a la finalidad propia del texto regulador de los precios públicos. El Ayuntamiento defendía la posibilidad de que las entidades locales pudieran tipificar ilícitos en las Ordenanzas sin necesidad de reproducir literalmente los establecidos en norma con rango material de Ley. El Tribunal Supremo le dará razón, sobre la base de la doctrina del Tribunal Constitucional, y teniendo en cuenta que la potestad reglamentaria local resulta menoscabada y disminuida cuando, aun tratándose de materias de estricta competencia local, no existe Ley habilitante para tipificar las infracciones y sanciones. Y es que un reglamento que pudiera sin ninguna consecuencia ser incumplido por los ciudadanos sería un reglamento sin fundamento ni garantía. El Alto Tribunal apela asimismo a la Carta Europea de la Autonomía Local. 

En cambio se desestima la pretensión del Ayuntamiento de Zaragoza en cuanto a la anulación de la fórmula de cuantificación para la tasa por licencia de obras, estimando el Tribunal Supremo, en consonancia con otras sentencias anteriores, que no es correcta la fijación de la base imponible sobre el llamado “presupuesto de contrata”.

2. Tribunales Superiores de Justicia

B) Cataluña

La sentencia del TSJ de Cataluña de 17 de junio de 2008 (JT 919) trata de diversas cuestiones propias del Impuesto sobre Construcciones. En primer lugar, se discute la fecha de devengo-inicio de la obra, determinante de la normativa aplicable (la de un año o la de otro). Frente a los informes municipales, opone el interesado un escrito del arquitecto director de la obra a cuyo tenor las pruebas geológicas del terreno, los trabajos de replanteo y rebaja y movimiento de tierras para la construcción del edificio se iniciaron un año antes. La sala recuerda el superior valor probatorio de los informes municipales para dar la razón al Ayuntamiento en este punto. En segundo lugar, se ocupa de la posibilidad de fijar la base imponible del Impuesto sobre Construcciones mediante índices, módulos o baremos. La sala niega la posibilidad de utilizar este método alternativo para fijar la liquidación definitiva resultante de una comprobación posterior a la finalización de la obra, entendiendo que la normativa sólo lo autoriza para la provisional. Nótese que este criterio es contrario al que mantiene el TSJ de Aragón.

C) Galicia

El TSJ de Galicia, mediante sentencia de 21 de mayo de 2008 (JT 804), declara que en determinados supuestos debe computarse en la base imponible del Impuesto sobre Construcciones tanto el coste de adaptación o incorporación (instalación) del elemento estructural de que se trate como el valor o coste del elemento mismo, si bien en otros, por el contrario, sólo debe computarse el coste de la instalación. La clave está en que dichos elementos estructurales o de instalación sean o no consustanciales, inseparables o imprescindibles para la propia instalación. En definitiva, que habrá que abordar la cuestión caso por caso, sirviendo de ayuda a tal fin la imprescindibilidad, consustancialidad, inseparabilidad, externidad o autonomía funcional, pero no aplicando con carácter exclusivo y excluyente cada uno de ellos, sino conjugándolos en la medida que sea preciso, en orden a lograr el verdadero alcance e identidad del “coste de lo construido”.

J) Aragón

La reseña de sentencias de nuestro TSJ alcanza hasta el mes de mayo de 2008.

La sentencia de 4 de febrero de 2008 (JUR 2008/183933) determina la anulación de la modificación operada en la Ordenanza Fiscal del IBI en el Ayuntamiento de Bielsa para 2006, por motivos formales. La modificación perseguía la fijación del tipo de los bienes inmuebles de características especiales. La anulación se produce por haberse aprobado sin que hubiera transcurrido el plazo de información pública. Obsérvese que el anuncio permaneció expuesto en el tablón de anuncios desde el 17 de octubre hasta el 22 de diciembre y que fue publicado en el BOP de 22 de noviembre; la publicación de la aprobación definitiva fue el día 22 de diciembre. Pues bien, el plazo mínimo entre la publicación en el BOP de la aprobación provisional y la publicación en el mismo BOP de la aprobación definitiva debe ser de treinta días hábiles, lo que no concurrió en el caso de autos. Vinculada con el caso está la sentencia de 28 de abril de 2008 (JUR 2008/303838).

La sentencia de 11 de febrero de 2008 (JUR 2008/199298), trata de una disputa en sede catastral sobre la titularidad de una finca, disputa en la que participaban un particular y un Ayuntamiento. El TSJ advierte que estas causas deben dirimirse en vía civil, sin que la económico-administrativa o la contencioso-administrativa tengan competencia para ello. La sentencia de 10 de marzo de 2008 (JUR 2008/277185), en cambio, estima el recurso interpuesto por el interesado que dice no tener derecho alguno sobre la finca en cuestión, a la vista de una sentencia del orden civil que reconoce la falta de eficacia a estos efectos del documento que había utilizado la Administración. En un caso como éste se ponen de manifiesto las dificultades que ofrece a la defensa del contribuyente el sistema dual de gestión que se sigue en relación con tributos como el IBI, pues de la misma manera que se estima el recurso en este punto se le inadmite en cuanto a las cuestiones recaudatorias del impuesto, que tenían que haber seguido vías separadas de impugnación.

Para finalizar lo que compete a estos temas, la sentencia de 14 de abril de 2008 (JUR 2008/276874) anula el valor catastral de un local, a la vista del informe pericial presentado por el interesado, en el que se describe la finca de acuerdo con una tipología diferente (almacén) de la que había utilizado la Administración catastral (comercial).

La sentencia de 25 de febrero de 2008 (JUR 2008/183377) concierne al Impuesto de Construcciones en el Ayuntamiento de Zaragoza, y se refiere en concreto a la bonificación prevista en la Ordenanza para las obras de interés o utilidad municipal. El TSJ ratifica el criterio del juzgado en el sentido de reconocer competencia para solicitarla no sólo al contribuyente (dueño de la obra), sino también al sustituto (contratista) y aclara que la competencia para resolver el procedimiento corresponde no al Alcalde sino al Pleno.

O) Madrid

La sentencia que se comenta tiene que ver con la tributación en los casos de cajeros automáticos instalados en la fachada de un establecimiento bancario. La sentencia del TSJ de Madrid de 26 de junio de 2007 (JT 2008, 310) certifica que hay aprovechamiento especial. Desestima la apelación de acuerdo con su tesis tradicional: primero, que el manejo de la máquina y el accionamiento se realiza desde la vía pública, así como la recogida del dinero; segundo, que se utiliza el dominio público para algo bien distinto del uso general colectivo de la vía pública o del mero deambular; y, tercero, que es la entidad financiera la que se sirve del dominio público.

Una sentencia muy interesante es la dictada por el TSJ de Madrid con fecha de 28 de diciembre de 2007 (JT 2008, 441). El TSJ anula la tasa por entrada a fincas (badenes) aprobada por el Ayuntamiento de Madrid, cuya cuota tributaria arranca de una tarifa básica, que se multiplicará por la superficie del aprovechamiento, por un índice en función de la categoría de la calle y, finalmente, por otro en función de la clase de aprovechamiento. En primer lugar, se efectúan una serie de consideraciones sobre la tramitación previa a la aprobación de la Ordenanza. Reconoce que en el expediente se omite la introducción y la metodología, pero que eso no es invalidante, ya que lo exigido es el propio informe y no otros documentos. En suma, que lo que se debe estudiar es si el referido informe contiene los datos de hecho y las justificaciones razonadas de la tasa establecida. Tampoco da relevancia a la falta de firma del autor del informe, ya que lo determinante –dice- es que ese informe, al haberse incorporado al expediente de aprobación de la tasa, ha sido asumido por la Administración demandada, por lo que la solvencia del informe depende de su contenido, de sus argumentos y razones y no de la del funcionario o experto que lo haya redactado. Sin embargo sí da relevancia al hecho de que no conste en el expediente un informe de la Gerencia Territorial de Madrid-Capital que el Ayuntamiento dice justificaría la conversión entre los valores catastrales y los de mercado. 

Enlazando con los déficits documentales, el TSJ no termina de encontrar fundamentación al cálculo de la tarifa básica, primer elemento del polinomio que permite calcular la cuota, desmontando las explicaciones del Ayuntamiento. Y lo mismo sucede con los otros factores (anchura del aprovechamiento o factor corrector). 

La sala de lo contencioso-administrativo del TSJ de Madrid se está ocupando de los recursos contencioso-administrativos que diversos Ayuntamientos (catalanes) interponen contra las Resoluciones de la Dirección General de Financiación Territorial del Ministerio de Economía y Hacienda por las que se resolvieron las compensaciones definitivas a percibir debidas a la merma de ingresos derivada de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas. El TSJ considera que en el caso concreto no se habían vulnerado los principios de capacidad económica y autonomía financiera, negando el planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad. Asimismo, entiende que no se ha vulnerado el art. 9.2 de la LHL. Pueden citarse las sentencias de 19 de enero de 2008 (JT 506); 30 de enero de 2008 (JT 809); 29 de febrero de 2008 (JT 525); 4 de marzo de 2008 (JT 526); 13 de marzo de 2008 (JT 532); 14 de marzo de 2008 (JT 535); 26 de marzo de 2008 (JT 893); o 30 de abril de 2008 (JT 859).

Finalmente, la sentencia de 30 de mayo de 2008 (JT 866) se refiere a la tasa establecida por la Comunidad Autónoma por el servicio de prevención y extinción de incendios y salvamentos, de la que son sujetos pasivos los Ayuntamientos que no han asumido el servicio. Al entender del TSJ, la tasa es ajustada a derecho, a pesar de que se trate de un servicio de competencia municipal. La sala considera también conforme a derecho el hecho de que se acuda al criterio del número de habitantes del municipio para cuantificar la tasa.

3. Juzgados de lo Contencioso-Administrativo

Sobre la tributación en los casos de cajeros automáticos instalados en la fachada de un establecimiento bancario citaremos la sentencia del juzgado de lo contencioso-administrativo núm. 1 de Ciudad Real de 27 de marzo de 2007 (JT 2008, 307). El magistrado-juez centra su argumentación en que estos mecanismos permiten el desplazamiento de la actividad a la vía pública en cualquier momento del día, lo que determina la obtención de beneficios económicos por parte de la entidad financiera. Esto viene a ser determinante para calificar el aprovechamiento del espacio público como especial y no como uso común. Y es que se produce una mayor intensidad de uso, por la ocupación continuada a todas las horas del día y en todos los días del año, no tanto por la puntual aglomeración de personas que puede acontecer en determinados comercios y espectáculos también. Y, en definitiva, por el provecho que redunda en la entidad.

La sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 2 de Santander de 14 de febrero de 2007 (JT 2008, 305) trata de la tributación en el IBI de los bienes de otras corporaciones locales distintas de las del municipio de la imposición. En el caso concreto, resultaba aplicable la exención, pero la contenida en el art. 62.1.b) de la normativa de hacienda local. Es la exención prevista para los bienes comunales y los montes vecinales en mano común, que hay que aplicarla a bienes de la titularidad de otro ente local distinto del acreedor, ya que no se establece esa identidad como en otros casos [como por ejemplo, lo previsto en el art. 61.5.b), referido a “Los siguientes bienes inmuebles propiedad de los municipios en que estén enclavados: Los de dominio público afectos a uso público; Los de dominio público afectos a un servicio público gestionado directamente por el ayuntamiento, excepto cuando se trate de inmuebles cedidos a terceros mediante contraprestación; Los bienes patrimoniales, exceptuados igualmente los cedidos a terceros mediante contraprestación”].
Y la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Segovia de 4 de septiembre de 2007 (JT 2008, 314) estima el recurso presentado por la Universidad de Valladolid en cuanto al impuesto para 2006. Dice el magistrado-juez que combinando el art. 15 de la Ley 49/2002 con la Ley Orgánica de Universidades, la exención para los bienes de las entidades sin fines lucrativos debe extenderse a las Universidades Públicas. 

4. Tribunales Económico-Administrativos 

El TEAC estimará los siguientes recursos extraordinarios de alzada para unificación de criterio interpuestos por el director general de tributos del Ministerio de Economía y Hacienda contra resoluciones Tribunales regionales en materia de Impuesto sobre Actividades Económicas. Se trata, primero, de la resolución de 13 de mayo de 2008 (JT 773). Señala el TEAC que la declaración de variación de elementos tributarios presentada fuera del plazo establecido reglamentariamente surte efectos en la matrícula del período impositivo inmediato siguiente al de su presentación. Dado que la matrícula se cierra a 31 de diciembre, en la matrícula del año en curso se tienen en cuenta únicamente las altas, variaciones y bajas producidas durante dicho año presentadas hasta el 31 de enero.

En segundo lugar, de la resolución de 2 de abril de 2008 (JT 815). En esta resolución se declara, de una parte, que la competencia para el reconocimiento de la exención prevista para los sujetos pasivos que inician su actividad corresponde a la Agencia Tributaria y no al respectivo Ayuntamiento, dado que se trata de un acto de formación de matrícula incardinable en la gestión censal. Por lo tanto, si algún sujeto pasivo considera que no debe formar parte de la matrícula del impuesto por serle de aplicación esta exención, debe impugnar la matrícula del impuesto. Respecto de la procedencia de la exención, considera que no resulta aplicable a los sujetos pasivos que hubieran iniciado la actividad con anterioridad a 2003. De igual modo, la exención por tener un importe neto de la cifra de negocios inferior a 1 millón de euros tampoco sería de aplicación a una empresa que hubiera iniciado su actividad en 2002, ya que la normativa indica que debe ser la cifra de negocios del período impositivo cuyo plazo de presentación de declaraciones (por el Impuesto de Sociedades) hubiese finalizado el año anterior al del devengo de este impuesto. De modo que estas empresas carecen de referencia para la aplicación del impuesto en 2003.
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